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MERLY RUIZ BARRIOS, mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía número 45.520.301, 

actuando en nombre propio, en ejercicio del ARTÍCULO 86 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

COLOMBIA, por medio del presente escrito me permito interponer ACCIÓN DE TUTELA, en contra 

de COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, LA DIRECCIÓN DE IMPUESTOS y 

ADUANAS NACIONALES Y LA UNIVERSIDAD ÁREA ANDINA, previo los siguientes hechos: 

 

I. HECHOS: 

 

1. De acuerdo con el artículo 1 del Acuerdo No. CNT2022AC000008 del 29 diciembre de 2022, 

expedido por la Comisión Nacional de Servicios Civil, - CNCS -, se ordenó convocar a proceso de 

selección para proveer vacantes definitivas al sistema de carrera especifica administrativa de la 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN -, mediante proceso de selección DIAN 

2022. 

 

2. Soy participante dentro del PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022 MODALIDAD DE 

INGRESO, para el cargo ofertado en la OPEC 198369, Gestor I código de empleo 301, grado 1. 

 

3. Dentro de este proceso presenté el examen de competencias básicas, funcionales y pruebas de 

integridad y revisión de hoja de vida obteniendo los siguientes resultados: 

 

Imagen 1. Sumatoria de puntajes obtenidos – OPEC 198369 

 

4. Fui excluida de la FASE II del concurso, según los argumentos de la CNSC, por no encontrarme 

dentro de los tres primeros puntajes para ser llamado a dicho curso. Lo anterior, a pesar de que la 

condición establecida en el inciso segundo del artículo 20 del Acuerdo No. CNT2022AC000008 

del 29 diciembre de 2022, expedido por la CNCS, estableció que en aplicación del artículo 29, 

numeral 29.2, del Decreto Ley 71 de 2020, se llamara a Curso de Formación correspondientes a la 

Fase II del proceso de selección DIAN 2022, a partir del siguiente criterio: 

 

“En los términos de la norma precitada, para cada una de las vacantes ofertadas de los 

empleos antes referidos, se llamarán al respectivo Curso de Formación a los concursantes 

que, habiendo aprobado la Fase I, ocupen los tres (3) primeros puestos por vacante, 



incluso en condiciones de empate en estas posiciones, según la relación que previamente 

haga de ellos la CNSC mediante acto administrativo, contra el cual no procederá ningún 

recurso”. (subrayado fuera de texto) 

 

 

 

 

 

 

 

 

Imagen 2. EXCLUSIÓN FASE II Concurso DIAN 2022 

 

 

 

5. Para el empleo dentro cual estoy participando, el día 25 de enero del 2024 fueron llamados a Fase 

II del curso de formación a 1186 aspirantes. Esto por cuanto la oferta es de 394 empleos (1182 es 

el resultado de 394 por 3). No obstante, la publicación hecha en la página SIMO (plataforma de 

administración de y publicación de resultados del concurso de méritos DIAN 2022) no me permite 

consultar la posición mía ni de los demás aspirantes, inclusive en condiciones de empate. 

Únicamente se evidencia el número de puntajes que según la CNSC lograron quedar dentro del 

“grupo” llamado a Fase II del concurso. 

 

 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

A. ARTÍCULO 86 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA: 

 

El artículo 86 de la Constitución Política, determina que la Acción de Tutela es un mecanismo preferente y 

sumario que tiene toda persona para solicitar, de manera directa o por quien actúe legítimamente a su 

nombre, la protección de sus derechos fundamentales. Por su parte, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 

señala que la referida acción constitucional podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera 

persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a 

través de representante.  

 

B. DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBID PROCESO: 

 

De conformidad a lo establecido en el artículo 29 de la constitución Política de Colombia, el debido proceso 

se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, lo cual está siendo vulnerado por la 

accionada toda vez que, no está siendo diligente en el trámite administrativo correspondiente.  

 

C. DEBIDA INTERPRETACIÓN DE LA NORMA 

 

En nuestra legislación se encuentra, entre otras, reconocida una de las reglas generales del derecho y es la 

debida interpretación gramática establecida en el artículo 27 del Código Civil Colombiano que señala: 

 

ARTICULO 27. Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto 

de consultar su espíritu. 

 

Valga recordar, que el método gramatical es el que está más profundamente vinculado con la hipótesis de 

infalibilidad de ese legislador soberano, pues supone que en ciertas ocasiones las normas tienen un sentido 

único, que no requiere ser interpretado. Es decir, en el caso analizado, no se entiende el motivo por el cual 

se agregan expresiones que no quiso incluir el legislador natural, y se pasó por alto la interpretación 

gramatical de la expresión. 

 

vale recordarle lo expuesto por la sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado quien mediante 

concepto de consulta C.E 2166 de 20131 explicó: 



 

“Así, en esta materia cobra importancia la regla de hermenéutica consagrada en el artículo 31 del 

Código Civil, según la cual, “[l]o favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta 

para ampliar o restringir su interpretación. La extensión que deba darse a toda ley se determinará 

por su genuino sentido, y según las reglas de interpretación…” (“favorabilia sunt amplianda, 

odiosa sunt restringenda”); y de ahí la proscripción de las interpretaciones extensivas de las 

normas prohibitivas, tal y como lo precisó la Corte Suprema de Justicia, al señalar que “[e]n la 

interpretación de las leyes prohibitivas no deben buscarse analogías o razones para hacerlas 

extensivas a casos no comprendidos claramente en la prohibición”  

 

En consecuencia, la interpretación y aplicación restrictiva es una regla que rige tratándose de 

normas prohibitivas, dado que consagran limitaciones al ejercicio de un derecho o de 

competencias señaladas en la ley, criterio hermenéutico que responde al principio de taxatividad, 

de acuerdo con el cual solo operan las prohibiciones que en forma precisa establece el legislador.” 

(Concepto Sala de Consulta C.E. 2166 de 2013 Consejo de Estado - Sala de Consulta y Servicio 

Civil. Puede verse en 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=64963 ) 

 

 

Si aún existiere, en gracia de discusión, duda respecto de cual método de interpretación será el correcto 

para dar aplicación a la protección de los derechos fundamentales, es imperativo recordar lo que la Corte 

Constitucional mediante sentencia C-054 de 2016 ordenó así: 

 

“Ante comprensiones diferentes de una misma disposición el intérprete debe escoger una de ellas 

para ser aplicada en casos concretos. Sin embargo, si esta tarea es asumida en el marco del control 

de constitucionalidad, el parámetro de escogencia es la vigencia de la Constitución, por lo que la 

Corte, a partir de la función directiva de la Carta Política, define qué comprensiones de las normas 

resultan compatibles con la supremacía constitucional, proscribiendo aquellas que no cumplan 

con esa condición. A su vez, en caso de que ninguna de ellas esté conforme a la Constitución, se 

infiere la inexequibilidad del enunciado normativo y su consecuente expulsión del orden jurídico. 

En otras palabras, conforme a la función directiva de la supremacía constitucional, la armonía 

con la Carta Política opera como árbitro entre dichas interpretaciones jurídicas divergentes, 

otorgándose con ello no solo plena eficacia de dicho principio, sino también seguridad jurídica, 

la racionalidad y la razonabilidad al orden jurídico en su conjunto.” 

 

En efecto, el método sistemático apela a encontrar el sentido de las disposiciones a partir de la 

comparación con otras normas que pertenecen al orden jurídico legal y que guardan relación con 

aquella. (…) Por último, el método gramatical es el que está más profundamente vinculado con la 

hipótesis de infalibilidad de ese legislador soberano, pues supone que en ciertas ocasiones las 

normas tienen un sentido único, que no requiere ser interpretado (…) En otras palabras, la 

utilización de los métodos tradicionales de interpretación en casos concretos será admisible a 

condición que los resultados hermenéuticos sean compatibles con las restricciones formales y 

materiales de validez que impone la Constitución. En consecuencia, el intérprete deberá desechar 

aquellas opciones interpretativas que contradigan la Carta, incluso cuando las mismas sean un 

ejercicio razonable de las fórmulas de interpretación mencionadas. En contrario, cuando el uso 

de dichos mecanismos tradicionales no implique dicha incompatibilidad, sus resultados serán 

compatibles con el orden constitucional.” 

 

 

D. CONFIGURACIÓN DE UN PERJUICIO IRREMEDIABLE 

 

Más aún, debe reconocerse que este concepto es de grado inferior al Decreto Ley 71 de 2020 y es violatorio 

no solo del debido proceso que procura todo concurso de méritos, sino que, me causa un perjuicio 

irremediable, esto porque al no ser llamado a la Fase II del concurso DIAN 2022, una vez terminado éste 

curso que es de periodo no superior a dos meses, serán provistos los cargos por los aspirantes llamados y 

ya no habrá lugar a materializar cualquier reclamo, pues se estaría ante una posibilidad ahora de vulneración 

de los derechos reconocidos a los otros aspirantes quienes si fueron llamados al curso y superaran las demás 

pruebas. 

 



Es por eso que acudo al juez de tutela, pues el perjuicio irremediable es latente, y por lo tanto es urgente la 

intervención del juez constitucional pues no hay remedio ni solución efectiva ni oportuna en un proceso 

ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y demorados que los de la acción de tutela y por lo 

mismo dilatan y mantienen en el tiempo la violación de derechos fundamentales que requieren protección 

inmediata. 

 

Estimo señor juez que la satisfacción plena de los aludidos derechos no fundamentales no puede diferirse 

indefinidamente, hasta que culmine un proceso ordinario, probablemente cuando ya el período en disputa 

haya terminado, y cuando quienes fueron llamados a curso de formación probablemente cuenten con 

derechos adquiridos, lo que hará imposible que haya una vacante para el suscrito. 

 

De no decretarse el amparo solicitado, se configura un perjuicio irremediable para mi, pues las vacantes 

disponibles pueden llegar a ocuparse, reduciéndose la posibilidad de concursar para ocupar un cargo al que 

tengo derecho legítimo por estar amparado en la norma que rige el concurso y en los pronunciamientos 

emitidos por la CNSC. 

 

Reitero que la CNSC no me permite evidenciar, dentro del aplicativo SIMO, en qué posición quedé una 

vez finalizada la evaluación de las etapas previas pues solo se limita a mostrarme la leyenda NO 

CONTINUA EN CONCURSO, y tan solo me permite ver el listado de personas que continúan hasta el 

puntaje 38.52 que al parecer corresponden hasta 1186 aspirantes, aun cuando mi puntaje general fue de 

33.54, como se observa muy cercano y con total garantía de estar dentro de los tres (3) puestos aun en 

condiciones de empate, tal como reconoció la CNSC mediante oficios citados del 24 de octubre y 12 de 

diciembre de 2023 dando debida aplicación al reconocimiento del Decreto Ley 71 de 2020. 

 

En este orden me permito recordar lo que el Consejo de Estado, mediante radicado número: 25000-23-36-

000-2015-02718-01 con consejero ponente Dr. ALBERTO YEPES BARREIRO y siendo demandado la 

misma COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL Y OTROS, al CONCURSO DE MERITOS, el 

día 4 de febrero de 2016, ordeno explicando que: 

 

“Esta Sala ha precisado que la tutela será procedente, en estos casos, solamente si no se ha 

configurado una lista definitiva de elegibles, dado que una vez la mencionada lista se encuentre 

en firme, se podría atentar contra los derechos subjetivos de sus integrantes, los cuales pueden 

tener situaciones jurídicas consolidadas, motivo por el cual ha considerado que no es pertinente 

la modificación y mucho menos la suspensión de la lista… Considera la Sala que le asiste razón 

al peticionario, toda vez que la respuesta otorgada por la universidad no fue de fondo y no se 

refirió de manera completa a todos los asuntos planteados. Así, en la reclamación elevada por el 

accionante, se hizo una argumentación individualizada frente a cada pregunta, indicando los 

motivos por los cuales debía ser eliminada. Conforme a lo anterior, la institución educativa debió 

dar respuesta puntual a cada uno de los cargos expuestos por el actor, sin embargo, como se 

evidencia del texto transcrito, contestó de manera general y elusiva, haciendo un recuento del 

proceso de diseño de las pruebas. Así las cosas, la accionada debe darle una respuesta de fondo, 

clara y precisa al tutelante, notificada en debida forma de conformidad con los lineamientos 

expuestos en el Acuerdo No. 524 del 13 de agosto de 2014”. 

 

Por todo lo expuesto señalo que, con el inicio irregular de la Fase II del concurso de Selección DIAN 2022, 

producto de una ilegal, errada y excesiva interpretación del Decreto Ley 71 de 2020 por cuenta de la 

Comisionada Nacional del Servicio Civil, se está causando un perjuicio irremediable producto de la 

vulneración a mis derechos fundamentales, con el alto riesgo de no poder ser reparados posteriormente, por 

eso señor juez presento a su despacho la presente acción de tutela.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



III. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

A. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA EN LA ACCIÓN DE TUTELA INCOADA 

 

El artículo 86 de la Constitución Política dispone que toda persona podrá acceder a la acción de tutela para 

reclamar ante el Juez Constitucional, por sí misma, o por medio de apoderado, la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales. 

 

Por su parte, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, prevé que la solicitud de amparo puede ser presentada: 

(i) a nombre propio, (ii) mediante representante legal, (iii) por medio de apoderado judicial o (iv) mediante 

agente oficioso.  

 

Para el caso objeto de estudio, el suscrito accionante se encuentra legitimado por activa para interponer la 

acción de tutela en nombre propio por ser titular de los derechos fundamentales vulnerados. 

 

B. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA LA PROTECCIÓN DEL DERECHO AL 

HABEAS DATA  

 

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela es un mecanismo preferente y 

sumario de defensa judicial, cuyo objeto es la protección de los derechos fundamentales “cuando quiera que 

éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública”, o por los 

particulares en los casos previstos en la ley. 

 

Según lo establece la disposición constitucional, esta acción tiene un carácter subsidiario y residual, por lo 

que ella solo procede cuando quiera que el afectado no tenga a su alcance otro medio de defensa judicial o 

cuando, existiendo ese otro medio, la tutela se ejerce como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

de carácter irremediable. Adicionalmente, y a partir de lo previsto en el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, 

la jurisprudencia constitucional ha sostenido que ella también resulta procedente –esta vez, como mecanismo 

de protección definitivo– en aquellos casos en los que la herramienta judicial que prevé el ordenamiento se 

muestra como ineficaz para garantizar los derechos fundamentales del afectado. 

 

Pues bien, en referencia a los conflictos relacionados con el recaudo, administración y uso de la información 

personal, la Ley Estatutaria 1266 de 2008, “por la cual se dictan las disposiciones generales del hábeas 

data y se regula el manejo de la información contenida en bases de datos personales, en especial la 

financiera, crediticia, comercial, de servicios y la proveniente de terceros países y se dictan otras 

disposiciones”, consagra distintas herramientas a través de las cuales los titulares de la información pueden 

efectuar consultas o reclamaciones por los datos que sobre ellos reposan en las bases de datos.  

 

En ese sentido, la Ley Estatutaria prevé las siguientes alternativas:  

 

(i) Formular derechos de petición al operador de la información o a la entidad fuente de la misma, 

a fin de acceder a los datos que han sido consignados o de solicitar que ellos sean corregidos o 

actualizados (artículo 16);  

 

(ii) Presentar reclamaciones a la Superintendencia de Industria y Comercio o a la Superintendencia 

Financiera –según la naturaleza de la entidad vigilada–, para que se ordene la corrección, 

actualización o retiro de datos personales, o para que se inicie una investigación administrativa 

por el incumplimiento de las disposiciones contenidas en la Ley 1266 de 2008 (artículo 17); y,  

 

(iii) Acudir a los mecanismos judiciales que el ordenamiento jurídico establece para efectos de 

debatir lo concerniente a la obligación reportada como incumplida, sin perjuicio de que pueda 

ejercerse la acción de tutela para solicitar el amparo del derecho fundamental al habeas data, en 

los términos del artículo 16 de la ley en cuestión:  

 

“6. Sin perjuicio del ejercicio de la acción de tutela para amparar el derecho fundamental del 

hábeas data, en caso que el titular no se encuentre satisfecho con la respuesta a la petición, 

podrá recurrir al proceso judicial correspondiente dentro de los términos legales pertinentes 

para debatir lo relacionado con la obligación reportada como incumplida. La demanda deberá 

ser interpuesta contra la fuente de la información la cual, una vez notificada de la misma, 



procederá a informar al operador dentro de los dos (2) días hábiles siguientes, de forma que se 

pueda dar cumplimiento a la obligación de incluir la leyenda que diga ‘información en 

discusión judicial’ y la naturaleza de la misma dentro del registro individual, lo cual deberá 

hacer el operador dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a haber recibido la información 

de la fuente y por todo el tiempo que tome obtener un fallo en firme. Igual procedimiento deberá 

seguirse en caso que la fuente inicie un proceso judicial contra el titular de la información, 

referente a la obligación reportada como incumplida, y este proponga excepciones de mérito.” 

 

Como se observa, de manera particular y en virtud de lo dispuesto en la Ley 1266 de 2008, el titular de la 

información cuenta con distintas alternativas a fin de solicitar la protección de los derechos que estima 

conculcados.  

 

No obstante, la ley estatutaria deja a salvo la posibilidad de que se acuda a la acción de tutela para solicitar 

la protección del derecho fundamental al habeas data, tema al que ya se refería de antaño el artículo 42 del 

Decreto 2591 de 1991, “por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política”, así: 

 

“ARTICULO 42. PROCEDENCIA. La acción de tutela procederá contra acciones u omisiones de 

particulares en los siguientes casos:  

 

[…] 6. Cuando la entidad privada sea aquella contra quien se hubiere hecho la solicitud en 

ejercicio del hábeas data, de conformidad con lo establecido en el artículo 15 de la Constitución.” 

 

A partir del contenido normativo de esta disposición, la jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional 

ha señalado que, en estos casos, es presupuesto fundamental para el ejercicio de la acción de tutela que el 

afectado haya solicitado la aclaración, corrección, rectificación o actualización del dato o de la información 

que considera errónea, de manera previa a la interposición del mecanismo de amparo constitucional: 

 

“[E]l derecho fundamental de hábeas data, exige que se haya agotado el requisito de 

procedibilidad, consistente en que el actor haya hecho solicitud previa a la entidad 

correspondiente, para corregir, aclarar, rectificar o actualizar el dato o la información que tiene 

sobre él, pues así se desprende del contenido del artículo 42, numeral 6 del decreto 2591 de 1991, 

que regula la procedencia de la acción de tutela contra particulares”. 

 

Esta solicitud, según también lo ha precisado la jurisprudencia constitucional, debe haber sido formulada 

ante la entidad fuente de la información, es decir, frente a quien efectúa el reporte del dato negativo, con el 

fin de que se le brinde a ella la oportunidad de verificar directamente la situación y, de ser lo indicado, de 

adoptar las medidas que correspondan.  

 

Si formulada esa solicitud la fuente de la información insiste en el reporte negativo, la acción de tutela será 

procedente en aras de determinar si en el caso concreto se ha presentado una vulneración o no del derecho 

fundamental al habeas data del titular.  

 

C. LEGITIMACIÓN POR PASIVA 

 

El artículo 86 constitucional establece que el objeto de la Acción de Tutela es la protección efectiva e 

inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o 

la omisión de cualquier autoridad, compañía privada o persona natural.  

 

Por tanto, el cumplimiento de tal condicionamiento requiere en desarrollo de la legitimación por pasiva 

qué, se trate de un sujeto respecto del cual sea probada la vulneración de derechos fundamentales, y por la 

otra, que la condición que genera la vulneración del derecho fundamental sea consecuencia directa o 

indirecta de su acción u omisión.  

 

 

 

 

 

 



IV. INMEDIATEZ 

 

En desarrollo del artículo 86 de la Constitución Política de Colombia y del artículo 1 del Decreto 2591 de 

1991, la acción de tutela puede ser interpuesta en todo momento y lugar mientras exista la vulneración de 

derechos fundamentales. Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia SU 037 de 2019, estableció que 

el amparo debe ser propuesto dentro de un plazo razonable. 

 

De conformidad a la descripción fáctica enunciada, y a las pruebas aportadas a este despacho, la presente 

acción de tutela es interpuesta para la protección inmediata de los derechos fundamentales vulnerados por 

la parte accionada, los cuales fueron enunciados y sustentados previamente. 

 

 

V. SUBSIDIARIEDAD 

 

La Corte Constitucional en Sentencia T-052 de 2023, reiteró lo dispuesto en Sentencia SU-691 de 2017, 

determinando qué, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y el artículo 6 del Decreto 

2591 de 1991, la Acción de Tutela es un recurso subsidiario procedente cuando: (i) no existan medio de 

defensa judicial; y, (ii) se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable.  

 

 

VI. AUSENCIA DE PARALELISMO EN LA ACCIÓN  

 

De conformidad con el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, manifiesto bajo gravedad de juramento que 

no he presentado Acción de Tutela respecto de los mismos hechos y derechos aquí relacionados en contra 

de la parte accionada.  

 

 

VII. COMPETENCIA  

 

De conformidad a lo establecido en el Artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, referente al reparto 

de la Acción de Tutela, es usted competente para conocer de la presente acción.  

 

 

VIII. PRETENSIONES  

Con fundamento en los hechos y fundamentos de derecho enunciado en el escrito de tutela, solicito a este 

Honorable Despacho: 

 

PRIMERO: ORDENAR a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina llamarme 

a la fase II del concurso de méritos DIAN 2022, dentro de la OPEC 198369 y con esto se evite un daño 

irremediable que atente contra mis derechos fundamentales. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina me 

entreguen de manera detallada el informe de cada uno de los puntajes y su orden, inclusive en condiciones 

de empate del empleo ofertado en la OPEC 198369. 

 

TERCERO: ORDENAR a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina me 

informen de manera precisa cual es mi posición, contando inclusive en condiciones de empate, respecto de 

mi puntaje obtenido para la oferta pública del empleo DIAN 2022 con OPEC 198369. 

 

CUARTO: Hacer de público conocimiento la solicitud de amparo de estos derechos fundamentales para 

que las demás partes interesadas, en especial los demás ciudadanos a quienes de igual manera se les está 

vulnerando sus derechos, puedan presentar la respectiva reclamación. 

 

QUINTO: ORDENAR a través de su representante legal, dar cumplimiento al fallo de tutela dentro de las 

48 horas siguientes a la notificación de este, so pena de desacato a fallo de tutela. 

 

 

 

 



IX. PRUEBAS  

 

Solicito a este honorable despacho, otorgar valor probatorio a las siguientes pruebas documentales: 

 

1. Copia Acuerdo No. CNT2022AC000008 del 29 diciembre de 2022, expedido por la Comisión 

Nacional de Servicios Civil, - CNCS. 

 

X. ANEXOS  

 

1. Documentos enunciados en el acápite de pruebas. 

2. Reproducción fotostática de la cédula de ciudadanía de la suscrita accionante. 

 

XI. NOTIFICACIONES  

 

Para efectos de notificaciones personales, la suscrita ostenta como dirección electrónica 

merlyruba@gmail.com Celular: 320 523 2472. 

 

La parte accionada, en la dirección:  La COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC, recibe 

notificaciones en los correos electrónicos notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co y 

atencionalciudadano@cnsc.gov.co los cuales se extraen de la página web de la entidad; a la DIRECCION 

DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES, DIAN, recibe notificaciones en los correos electrónicos 

notificacionesjudiciales@dian.gov.co los cuales se extraen de la página web de la entidad; y a la 

UNIVERSIDAD AREA ANDINA en los correos electrónicos notificacionjudicial@arandina.edu.co los 

cuales se extraen de la página web de la entidad.  

 

Del señor Juez,  

 

 

 

 

MERLY RUIZ BARRIOS 

C.C. 45.520.301 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


